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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante José Bayardi. 


MIEMBROS: Señores Representantes Andrés Abt, Gustavo Borsari Brenna, Fitzgerald Cantero Piali, 
Sandra Lazo, Felipe Michelini, Nicolás Núñez y Jorge Zás Fernández. 


SEÑOR PRESIDENTE (Bayardi).- Habiendo número, está abierta la reunión. 
Antes de ingresar al orden del día vamos a considerar un asunto previo. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- En virtud de la votación que tuvo ayer el proyecto de ley interpretativa 
de la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado en el Senado de la República, estimamos 
que esa iniciativa llegará a esta Comisión en el día de hoy. Por lo tanto, proponemos que se convoque a 
las mismas instituciones que fueron invitadas cuando se discutió la iniciativa en este ámbito. Nuestra 
propuesta es que en la semana posterior a Semana Santa podamos recibir a todas las delegaciones para 
discutir el tema, en un régimen de trabajo que ordenará la Mesa para el día miércoles y/o jueves. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- En la misma línea del señor Diputado Borsari Brenna, proponemos que, 
además de los especialistas a los que él se refirió, se invite también a las Cátedras de Derecho Penal de 
las mismas Universidades. También hacemos acuerdo en cuanto a trabajar en doble horario el 
miércoles y el jueves posteriores a la Semana de Turismo. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero dejar constancia de la muy buena disposición del Partido Nacional y 
del Partido Colorado para dar rápido tratamiento al proyecto de ley interpretativa que fue votado en 
el día de ayer en el Senado. Han manifestado su predisposición para trabajar en doble horario la 
semana posterior a la de Turismo, a efectos de recibir a las respectivas Cátedras. Quería dejar expresa 
constancia de esta disponibilidad y de esta voluntad de trabajo, sabiendo que cuando el proyecto se 
trató en esta Cámara expresaron su oposición y es probable que mantengan su postura. Quiero 
resaltar su actitud de colaboración con la mayoría. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con la Secretaría trataremos de coordinar con las Cátedras su concurrencia 
a la Comisión. Si fuera posible, concretaríamos todas las visitas para el miércoles y si no alcanzara con 
trabajar ese día en doble horario, seguiríamos el jueves. 


Más allá de lo que cada profesor de las respectivas Cátedras pueda plantear, a la de Derecho Constitucional 
se le formularían consultas respecto a la constitucionalidad del proyecto, y a la de Derecho Penal sin 
establecer límites a las opiniones que quieran dar los profesores que vengan se les preguntaría 
fundamentalmente sobre los temas que hacen al proceso en lo penal. En cuanto a la Cátedra de Derecho 
Internacional, no solo tenemos que considerar el actual proyecto de ley, sino también la sentencia de la Corte 
y sus implicancias, que es un hecho superviniente al tratamiento de este proyecto que realizamos en octubre 
en esta Comisión. 


Antes de entrar en los puntos del orden del día quiero informar sobre del proyecto de medidas alternativas a 
la privación de libertad, respecto del cual la Secretaría del Ministerio nos pidió que trasmitiéramos un par de 
modificaciones. Una de ellas tiene que ver con los plazos. Como recordarán, a las medidas alternativas a la 
privación de libertad se incorporaba el trabajo comunitario, con un horario de hasta doce horas semanales. 
Esto había generado una discusión acerca de si habilitábamos más o menos horas. Al día de hoy, el Ministerio 
del Interior está llevando adelante un proyecto que se relaciona con el trabajo comunitario por parte de 
detenidos, como ha trascendido públicamente. Estos programas se están desarrollando en las Intendencias de 
Maldonado, Rocha y Canelones, y se nos pide que flexibilicemos más la cantidad de horas que se podrían 
aplicar al trabajo comunitario. En el día de hoy voy a entregar los textos a los legisladores de la oposición. 


Además, nos plantearon el tema de quién asigna la tarea de trabajo comunitario. Como dije, les haré llegar 
los textos, para que después podamos pronunciarnos rápidamente y, si aceptamos la modificación, haremos el 
informe final. Sé que en nuestro proyecto hay un tema para articular, que es el de las medidas alternativas a la 
privación de libertad para los procesados primarios. No sé si entre quienes están realizando hoy trabajo 
comunitario en las Intendencias hay solo primarios, pero lo veremos y ajustaremos el texto para que la norma 
pueda ser proyectada. 


Entramos a considerar los puntos del orden del día. 


Todavía no hemos tenido noticias con respecto a los inmuebles padrones. Seguiríamos manteniendo el punto 
en el orden del día y, si no hay novedades, en mayo podríamos reclamar la información, porque, de lo 
contrario, no podremos hacer la transferencia que se nos solicita. 


En el segundo punto del orden del día tenemos el proyecto relativo a "Embargos y arrestos de buques de 
bandera nacional o extranjera", respecto del que había circulado una propuesta del señor Diputado Cantero 
Piali. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Más que algo relativo a la propuesta quiero plantear un tema de 
procedimiento. La Comisión conformó un subgrupo para trabajar en este punto. Efectivamente, el 
miércoles, luego de la sesión de la Comisión, nos quedamos trabajando con la señora Diputada 
Piñeyrúa y los señores Diputados Orrico y Pereyra, tratando de encontrar una solución para este 
problema. Tenemos prácticamente el mismo espíritu de llevar adelante este proyecto, pero quedamos 
enredados en un par de discusiones, no por tener visiones distintas, sino por tratar de encontrar una 
solución. 


Uno de los puntos era el relativo a la sustitución de la medida de prohibición de zarpe de los buques. El resto 
de los integrantes de la Subcomisión no ha venido hoy, pero están sus representantes. No sé si estamos en 
condiciones de empezar a discutir el tema o si se prefiere pasarlo para una instancia posterior. Es un punto 
bastante engorroso establecer cuál es la sustitución que permita que el trabajador pueda seguir reclamando lo 
que entiende que le corresponde sin que se sigan ocasionando perjuicios al Estado uruguayo, al Puerto, a las 
empresas y al resto de los trabajadores, porque cada vez que se detiene el buque hay un montón de 
trabajadores extranjeros y uruguayos que pierden la oportunidad de trabajar. No sé si vamos a ingresar al 
tema ahora o si se prefiere que sigamos trabajándolo en la Subcomisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por lo menos hagamos algunas consideraciones y si hay que hacer ajustes, 
después lo veremos; lo propongo para que la Subcomisión tenga más elementos. 


Aclaro que presencié el trabajo de la Subcomisión, en el que se plantearon dos temas centrales. Sobre uno de 
ellos llegamos a un acuerdo rápidamente: el relativo a la unificación de las sedes penales en las que se 
desarrollan las contiendas. El mecanismo que se da actualmente es que se interponen solicitudes de embargo 
a los buques en distintas sedes por parte de diferentes trabajadores. Nos pareció que esto implica el 
aprovechamiento de un hiatus procesal que genera ciertos perjuicios que no se justifican mucho. Por eso 
pensamos en redactar un artículo por el cual se unificaran las sedes, tomando como titular de la unificación al 
buque: todas las trabas laborales referidas a un buque irían a una única sede. Esto hay que analizarlo. Al 
respecto, alguien comentó que en los Juicios de Familia se dan estos procedimientos de unificación, y 
pensamos que sería saludable proceder así también en este caso. 


——- (Apoyados) 


Por otro lado, todos hacíamos acuerdo en que las cartas de garantía de las P4zI no eran suficientes y que, por 
eso, había que analizar en profundidad el tema de los créditos laborales, más allá de que hay un artículo que 
presentó la Prefectura que también tendríamos que afinar sobre cómo ejecutoriar la sentencia frente al 
eventual embargo o remate posterior de los buques ante la ausencia de los títulos, que provienen de países 
extranjeros en los cuales ni siquiera hay misión diplomática. Este era el décimo punto que había propuesto la 
Prefectura. 


De modo que vamos a hacer las consideraciones que nos merece cada artículo y luego veríamos a cuáles 
habría que dar forma definitiva. 


——- (Apoyados) 


Hoy, de los miembros de la Subcomisión solo está presente el señor Diputado Cantero Piali, pero todo 
sabemos más o menos de lo que estamos hablando. Hay dos proyectos entrados a la Comisión. Si nosotros 
acordamos buscar soluciones en el contenido de la Carpeta N* 440 de 2010, tengo la impresión de que entra 
en contradicción con el de la Carpeta N* 511, por lo cual esta última no sería considerada. ¿Hay acuerdo? 


——- (Apoyados) 


Entonces, trabajaríamos en la Carpeta N* 440 de 2010 y, de terminar de definir el proyecto en ella, ahí 
quedaría articulado el proyecto definitivo y la Carpeta N* 511 no se consideraría porque tiene puntos 
contrapuestos. 


Respecto a los artículos 1* y 2” del proyecto, no recibimos ningún cuestionamiento. 


En consideración el artículo 3%, que dice: "El embargo de buques de bandera nacional implicará la 
inopomibilidad de su enajenación al embargante desde la fecha en que el mismo se inscriba en el Registro de 
Naves a cargo de la Escribanía de Marina. Obstará asimismo a que se otorgue el cese de bandera. El embargo 
cautelar no determinará el arresto, ni el desapoderamiento y secuestro de la nave u otras medidas similares 
que impidan la explotación del buque, en tanto el tribunal no las decrete en forma expresa.- El embargo de 
buques de bandera extranjera implicará siempre el arresto, salvo expresa autorización del tribunal". 


Hubo una propuesta que planteaba la inscripción de buques de bandera extranjera en la Escribanía de Marina 
pues los de bandera nacional ya se inscriben. Descartamos que esta inscripción fuera a los efectos del registro 
procesal para liberación de embargos sobre títulos, sino que era solo para tomar nota. 


La propuesta de Prefectura propone eliminar la oración que dice: "Obstará asimismo a que se otorgue el cese 
de bandera". 


SEÑOR ZÁS FERNÁNDEZ.- Supongo que esta referencia al cese de bandera apunta a impedir que un 
buque dé de baja a la bandera uruguaya y se inscriba en otro país, desvirtuando cualquier embargo 
que hubiera acá. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que habría que tomar la primera sugerencia sobre la Escribanía de 
Marina, sin eliminar: "Obstará asimismo a que se otorgue el cese de bandera", porque la redacción 
que sigue es idéntica a la del proyecto original. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Respecto al tema, la Prefectura dice: "La referencia que hace el artículo 3 del 
proyecto de ley en cuanto a que la inscripción de embargos de buque matrícula nacional obsta al 
otorgamiento del cese de bandera, la consideramos innecesaria. En efecto, en los textos legales y 
reglamentarios referentes al cese de bandera se enuncia toda la documentación necesaria para 
concederse el mismo, en la que se incluye certificados negativos de embargos, hipotecas, interdicciones, 
privilegios marítimos, etc". 


En lo personal pienso que no siempre lo que abunda no daña, pero en este caso creo que es así. Por lo tanto, 
si estamos todos de acuerdo, mantenemos la redacción original. 


(Apoyados) 


SEÑOR CANTERO PIALI.- En la propuesta de Prefectura se introduce una modificación al 
inciso segundo por la cual se sustituye "buques de bandera extranjera" por "buques extranjeros". 


SEÑOR ZÁS FERNÁNDEZ. Pienso que es un problema de redacción. No sé si hay una diferencia 
conceptual entre buques de bandera extranjera y buques extranjeros. Si la hubiera, podríamos 
considerarla, pero creo que es lo mismo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Respecto a este inciso, la Prefectura expresa: "Cuando se hace referencia a 
buques de bandera extranjera agregaríamos 'buques de bandera o matrícula extranjera' o 
simplemente, 'buque extranjero'. En nuestra República, la matrícula es el documento probatorio del 
abanderamiento y cuando el buque tiene matrícula nacional tiene nuestra nacionalidad, que es lo que 
propiamente significa el abanderamiento.- En el exterior, el buque puede tener matrícula y no ser 
objeto de abanderamiento, por ejemplo hay países en que los pesqueros no pueden ser abanderados y 
por lo tanto solo tienen matriculación". 


Frente a esta consideración, me inclinaría por la primera sugerencia de redacción que hace la Prefectura, que 
es hacer referencia a "buques de bandera o matrícula extranjera". 


(Apoyados) 


——- Entonces, el inciso segundo del artículo 3” quedaría redactado de la siguiente manera: "El embargo de 
buques de bandera o matrícula extranjera implicará siempre el arresto, salvo expresa autorización del 
tribunal". 


Pasamos a considerar el artículo 4*. 


En las consideraciones que la Prefectura hace sobre este artículo se dice: "En la actualidad uniformemente las 
legislaciones consideran al buque como bien mueble, y así lo establece el art. 1030 de nuestro Código de 
Comercio. No obstante dicho código establece 5 excepciones a dicho principio, que son en cuanto a la forma 
de enajenación, al contrato de hipoteca, prescripción, embargo y venta judicial.- Si la venta del buque es 
judicial voluntaria o forzada deberán observarse las reglas prescriptas para la almoneda de los bienes raíces 
(artículo 1039 del Cód. de Comercio), en lugar de las formalidades menores relativas a la venta judicial de 
los bienes muebles.- En consecuencia, en el proceso posterior al embargo se deben agregar los títulos del 
buque o seguirse el procedimiento regulado en el artículo 386.3 del Código General del Proceso.- Tratándose 
de la ejecución de un buque matrícula extranjera, en muchos casos, el propietario o armador hacen abandono 
del buque ausentándose del país, no siendo posible arrestarlo y conducirlo ante el tribunal en la hipótesis de 
que no cumpliera con la intimación de entrega de los títulos del buque.- Quedaría el procedimiento de 
solicitar ante el Registro de Propiedad del país en el cual el mismo se encuentra abanderado o matriculado, el 
cual suele ser ineficaz. 


A nuestro juicio, no debería aplicarse dicho procedimiento porque sería lesivo de la soberanía jurisdiccional 
del Estado, dado que éste no puede subordinar el cumplimiento de las sentencias dictadas por sus jueces al 
consentimiento o informaciones con autoridades registrales o consulares extranjeras.- El Artículo 28, titulado 
"Jurisdicción Civil en relación con buques extranjeros", de la Convención de las Naciones Unidas sobre el 
Derecho del Mar, aprobada por la Ley N* . 16.287 del 29 de julio de 1992, establece el derecho del Estado 


ribereño a tomar, de conformidad con sus leyes, medidas de ejecución y medidas cautelares en materia civil 
en relación con un buque extranjero que se detenga en su mar territorial, o pase por él, procedente de sus 
aguas interiores, en este sentido ha informado la Escribanía de Marina de la Prefectura Nacional Naval ante 
frecuentes consultas que le han efectuado los Tribunales de nuestra República.- Es de destacar que la mayoría 
de las ejecuciones de los buques pesqueros es por deudas laborales". 


A la luz de esto, la Prefectura no propone modificaciones del artículo 4” que está a consideración y que dice: 
"El peticionante de la medida deberá justificar sumariamente la apariencia de un buen derecho, en los 
términos establecidos por el artículo 312 del Código General de Proceso.- No será necesario justificar el 
peligro de lesión o frustración del derecho, el cual se presumirá evidente por el solo hecho de estar destinado 
el buque, a la navegación.- No obstante, en el caso que se soliciten medidas cautelares contra buques de 
bandera nacional que excedieran el mero embargo registrable y que incluyeran el arresto, el secuestro u otras 
similares, el peticionante deberá justificar en forma estricta el peligro de lesión o frustración del derecho en el 
que funda su solicitud". 


El artículo 5” expresa: "La contracautela se regirá por las reglas generales, y su monto se calculará en función 
del que resultare menor de los siguientes dos parámetros: A) La suma reclamada más un veinte por ciento.- 
B) Un estimativo del costo de estadía del buque en puerto durante un máximo de diez días más el veinte por 
ciento. Esto último deberá ser acreditado por el peticionante, mediante certificado de un perito naval inscripto 
en el Registro de Peritos Navales a cargo de la Prefectura Nacional Naval.- El embargo o arresto cesará si 
cualquier interesado diere fianza bastante para el pago de la deuda reclamada e ilíquidos.- Se considerará 
fianza idónea tanto para el embargo o arresto, como para su levantamiento, la otorgada por una compañía de 
seguros autorizada a operar en el país o por un Club de Protección e Indemnización (PI Club), sin perjuicio 
de otras garantías que sean acordadas por las partes y comunicadas en conjunto al Juzgado competente.- La 
fianza otorgada por un Club de Protección e Indemnización, deberá contener una admisión expresa de la 
jurisdicción de los tribunales nacionales para la ejecución de la misma y constitución de domicilio en el país 
por parte del otorgante.- La Suprema Corte de Justicia informará periódicamente a los tribunales: A) La lista 
de Compañías de Seguros autorizadas a operar en el país, elaborada según información que requerirá al 
Banco Central del Uruguay por medio de la Superintendencia respectiva.- B) La lista de Clubes de 
Protección e Indemnización existentes en el mundo y de reconocida solvencia, la cual se elaborará previa 
consulta del Centro de Navegación y la Asociación Uruguaya de Derecho Marítimo". 


Hasta aquí lo planteado. Este creo que es el punto más crítico. 


SEÑOR MICHELINI.- El artículo 5” del proyecto de ley analiza dos cuestiones: la contracautela, por 
un lado, y la fianza, por otro, a los efectos de hacer cesar la medida originalmente prevista. Lo cierto es 
que el proyecto innova en cuanto a que incorpora esta figura que se da en el marco internacional de los 
Clubes de Protección e Indemnización. 


Entonces, me parece que parte del problema es que se trata de una innovación que, si figura tal como se 
encuentra redactada, en definitiva será un elemento de distorsión del proyecto. Por lo cual, sin conocer las 
distintas posiciones del grupo de trabajo, mi sugerencia sería eliminar todo lo vinculado a los Clubes de 
Protección e Indemnización, dejando la última frase del segundo párrafo posterior al literal B), que dice: "sin 
perjuicio de otras garantías que sean acordadas por las partes y comunicadas en conjunto al Juzgado 
competente". Porque si hay un acreedor que tiene la capacidad demostrar un buen derecho digámoslo así a 
los efectos de generar una medida preventiva, establece además una contracautela y está dispuesto a aceptar 
este funcionamiento de los Clubes de Protección e Indemnización, u otro parecido, bueno, va a su riesgo. Y 
creo que lo que después se agregue por el artículo 10 en cuanto a los créditos laborales va al meollo del 
problema de ese acreedor tan particular, al que se le deben salarios y otros rubros laborales. 


Por lo tanto, para mí este artículo debe quedar así: "El embargo o arresto cesará si cualquier interesado diere 
fianza bastante para el pago de la deuda reclamada e ilíquidos, sin perjuicio de otras garantías que sean 
acordadas por las partes y comunicadas en conjunto al Juzgado competente", y eliminaríamos lo que sigue, 
porque eventualmente eso sería materia de otro proyecto que clarifique el funcionamiento de estos Clubes de 
Protección e Indemnización. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Sin duda este es un punto en el que debemos acordar. 


Con respecto a lo que decía el señor Diputado Michelini, en la Subcomisión de trabajo entendimos que a este 
párrafo habría que hacerle algunas modificaciones. Por ejemplo, de la última frase leída por el señor 
Diputado Michelini habíamos acordado quitar la expresión "que sean acordadas por las partes" y "en 
conjunto", con la salvedad de que teníamos que visualizar la sustitución de estos Clubes de Protección e 
Indemnización por una fianza o un aval que garantice que se cumplan todos los derechos. 


El párrafo comenzaría diciendo: "Se considerará fianza idónea tanto para el embargo o arresto, como para su 
levantamiento, la otorgada", luego habría que cambiar lo que sigue porque, como decíamos y como sostienen 
quienes nos visitaron, estos Clubes de Protección e Indemnización no cubren las reclamaciones laborales, y 
finalizaría con la expresión "sin perjuicio de otras garantías comunicadas al Juzgado competente". Esa fue la 
discusión que dimos. 


La otra discusión era identificar lo que es fianza idónea y fianza bastante. Había una propuesta del doctor 
Aguirre, de la Asociación Uruguaya de Derecho Marítimo la estuvimos discutiendo en la Subcomisión, que 
establecía fijar una especie de tope para las reclamaciones laborales sin solicitud de contracautela y que en el 
caso de aquellas solicitudes de indemnizaciones por encima de ese tope, que él fijaba en US$ 50.000, sí se 
estableciera la contracautela. El señor Presidente también participó de esa reunión; no sé si me estoy 
olvidando de algo, pero me parece que la discusión era en ese sentido: ver cuáles podrían ser las alternativas. 


Nosotros hicimos una propuesta a los miembros de la Comisión y también quedamos en analizar la 
posibilidad de elevar ese tope, es decir, los US$ 50.000 que propone el doctor Aguirre, porque se pueden dar 
reclamaciones laborales por encima de ese valor. Entonces, si hay una reclamación laboral por encima de los 
US$ 50.000 y vamos a pedir una contracautela, de hecho, le estamos diciendo al trabajador que no puede 
reclamar. Y eso ninguno de nosotros lo queremos. Por lo tanto, existe la posibilidad de buscar una fórmula 
que nos permita elevar ese tope de reclamación laboral sin exigir contracautela para el trabajador. Nos 
quedamos ahí, y la idea es buscar una fórmula que permita las dos cosas: que el trabajador pueda reclamar sin 
necesidad de depositar una contracautela y, al mismo tiempo, que el armador pueda continuar con su trabajo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Doy plena fe, sin ser escribano ni cobrar por ello como el señor Diputado 
Borsari Bremna, de que eso fue lo que se conversó. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Tenía la misma aprensión que el señor Diputado Michelini al leer este 
inciso cuando se alude a instituciones de carácter privado. Sin embargo, leyendo la exposición de la 
Prefectura, quizás se pueda llegar a una redacción un poco más afinada que permita comprender a 
estas instituciones. La Prefectura establece: "El art. 5 del Proyecto de Ley considera el tema de la 
fianza idónea, tanto para el embargo como para el arresto a los efectos de su levantamiento. Se dispone 
que la Suprema Corte de Justicia informará periódicamente a los tribunales a) la lista de Compañías 
de Seguros autorizadas a operar en el país elaborada en virtud de información requerida al Banco 
Central" correcto, bajo mi punto de vista "y b) la lista de Clubes de Protección e Indemnización 
existentes en el mundo y de reconocida solvencia. La misma debería ser elaborada previa consulta con 
la Prefectura Nacional Naval". 


Creo que si insertamos esto en la redacción, en lugar de "[... previa consulta del Centro de Navegación y la 
Asociación Uruguaya de Derecho Marítimo", estaríamos dando a estas instituciones de indemnización un 
respaldo oficial importante y no consultándole a asociaciones o centros muy respetables, pero que también 
son de carácter privado. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Apoyado. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- O sea: el Centro de Navegación y la Asociación Uruguaya de Derecho 
Marítimo son muy respetables, pero también son de carácter privado. 


Por lo tanto, yo no cambiaría el inciso que establece: "Se considerará fianza idónea tanto para el embargo o 
arresto, como para su levantamiento, la otorgada por una compañía de seguros autorizada a operar en el país 
o por un Club de Protección e Indemnización [...]" si en el literal B) del último inciso pusiéramos que la 
consulta sea hecha a la Prefectura Nacional Naval. 


SEÑOR MICHELINI.- El señor Diputado Cantero Piali reflejaba bien el dilema que tiene este 
proyecto, cuyo origen básico son las reclamaciones laborales. Como toda reclamación laboral, tiene 
una especificidad producto de la asimetría entre las partes. Entonces, como el proyecto intenta no solo 
circunscribirse a eso, sino ir a una cuestión más general, desde mi punto de vista el artículo 5” debería 
no tomar en cuenta el tema laboral, dejarlo al artículo 10 y poner mecanismos más prácticos, como el 
que mencionaba el señor Diputado Cantero Piali que se habían explorado en la Subcomisión de 
trabajo. Habría que dejar en el artículo 5” la idea de la fianza bastante o idónea. Se me escapa la 
diferencia que podrá haber en materia jurisprudencial; no he estudiado el tema, como les consta a los 
integrantes de la Comisión. En la medida en que se trata de fianza bastante o idónea para el pago de la 
deuda reclamada más ilíquidos, si es otro empresario, es decir, un armador, si es un tema civil de otra 
naturaleza o una responsabilidad extracontractual, primero tiene que poner contracautela. A su vez, 
dejamos la puerta abierta para que haya fianza bastante o idónea o, eventualmente, otras garantías 
que sean acordadas por las partes. Se me ocurre que debe haber un sinnúmero de variantes porque, en 
realidad, al acreedor no le interesa que el buque no salga, sino obtener algo que eventualmente pueda 
cobrar. 


Entonces, creo que nos ahorraríamos un montón de problemas sacando todo el tema del Club de Protección e 
Indemnización; me parece que es una propuesta interesante la de "aggiornar" el derecho nacional, pero, en la 
medida en que tenemos que legislar con cierta rapidez, para los acreedores, en los cuales no hay asimetría 
con el supuesto deudor, deberíamos dejar la fianza idónea o bastante, me da igual. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Me quedé pensando en la fianza idónea o bastante. Se me hace que 
fianza bastante es respecto a una suma y fianza idónea respecto a alguna institución que sea solvente 
desde el punto de vista moral, ético o material. Es la intervención de un lego. 


SEÑOR MICHELINI.- Yo estoy en la misma condición. 


Podemos poner "fianza idónea para el pago de la deuda reclamada, sin perjuicio de otras garantías que sean 
acordadas por las partes y comunicadas en conjunto al Juzgado". Con eso tenemos solucionado el problema 
de los créditos que no sean laborales. Porque si me ofrecen un club de seguros, estoy en el negocio y esos 
documentos los puedo transferir, tal vez esté en mejor posición que teniendo el buque amarrado en el puerto. 
Claro, si soy un trabajador que dependo de un abogado, estoy en otra situación. 


En cuanto a la situación que planteaba el señor Diputado Cantero Piali, es decir, que los créditos laborales no 
necesitan contracautela y que el armador o el que está a cargo del buque con US$ 100.000 de fianza sale del 
asunto y puede utilizar el buque, se podría buscar un sistema así. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Yo tenía la misma duda que el señor Diputado Michelini: si al modificar 
el artículo 5” no estábamos dejando afuera otras posibles indemnizaciones o reclamaciones, no solo las 
laborales. Podría ser una buena salida quitar lo laboral de aquí y establecer eso en un artículo distinto. 


En cuanto a la cuantía, si US$ 50.000 o US$ 100.000, debemos definir el parámetro en el que nos basamos. 
No es que pongamos esa cifra caprichosamente. Tenemos que buscar una forma o un respaldo legal que 
establezca que la cuantía debe ser esa. Me parece buena cosa que hagamos esa diferencia de los créditos 
laborales, pero deberíamos llegar a un acuerdo en cuanto a cómo fijar los montos en ese caso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, avanzaríamos con la propuesta que se había planteado, en la 
redacción que daba el señor Diputado Michelini más allá de ajustar si la fianza es idónea o bastante; 
eso lo veríamos, analizaríamos los artículos que vienen en el proyecto para ver si les damos un visto 
bueno general y después nos concentraríamos en el punto que estaba propuesto por fuera, relativo al 
embargo a los buques pesqueros por créditos laborales. En el artículo 6” propuesto en el proyecto a 
consideración se establece: "Tanto la medida cautelar a trabarse como el levantamiento de la misma se 
proveerán y cumplirán en forma urgente, dentro de las 24 (veinticuatro) horas de presentada la 
solicitud, debiendo comunicarse en forma inmediata a la autoridad marítima (Prefectura Nacional 
Naval o Prefectura del puerto respectivo). Ambas medidas se comunicarán también por oficio a la 
Administración Nacional de Puertos". 


Con respecto a esto recibimos la siguiente propuesta de redacción de la Prefectura: "Tanto la medida cautelar 
a trabarse como el levantamiento de la misma se proveerán y cumplirán en forma urgente, dentro de las 24 
(veinticuatro) horas de presentada la solicitud, debiendo comunicarse en forma inmediata a la autoridad 
marítima (Prefectura del puerto que tenga jurisdicción sobre las aguas donde se halle el buque). Ambas 
medidas se comunicarán también por oficio a la Administración Nacional de Puertos". Agrega la Prefectura 
que "en el artículo 6” se establece que tanto la traba al embargo así como su levantamiento deberán ser 
comunicadas a la Autoridad Marítima ejercida por la Prefectura Nacional Naval, pero debería establecerse 
que dicha comunicación se realice a la Prefectura del Puerto en donde se encuentre surto el buque o tenga 
jurisdicción sobre el lugar donde se halle. Se fundamenta esta modificación en el hecho de evitar demoras 
innecesarias que frustren la medida si el interesado se dirige a una repartición incorrecta y, sobre todo, en días 
inhábiles". 


No habría problema en aceptar que la comunicación fuera dirigida a la Prefectura donde el buque se hallara. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Tengo una duda respecto del plazo de veinticuatro horas planteado en 
el proyecto de ley, porque no sé si no resultaría demasiado escueto, pero confieso que no tengo 
conocimiento del asunto. 


SEÑOR ZÁS FERNÁNDEZ.- También me merece dudas la posibilidad de que en veinticuatro horas se 
pueda justificar la necesidad de la medida con medios probatorios, aunque sean sumarios, tomar la 
resolución, oficiarse y ejecutarse. 


SEÑOR MICHELINI.- Me parece que el plazo está incluido por una razón elemental: el barco se va. 
Se debe proveer y cumplir en forma inmediata porque el barco tiene que irse, por ejemplo, a Buenos 
Aires o a Santos. Para mí es elemental que esto debe ser así; no veo otra posibilidad. Si no se establece 
ese plazo fatal la medida queda claramente desvirtuada. Y aclaro que corre tanto para el 
levantamiento como para la traba del embargo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que tiene razón el señor Diputado Michelini. Lo que se está tratando de 
evitar es que el buque abandone nuestras aguas. Teniendo en cuenta las dimensiones del país y la 
capacidad que tiene, si le diéramos cuarenta y ocho horas correríamos el riesgo de que el buque 
abandonara nuestras aguas. El plazo de veinticuatro horas es un poco más limitado. Supongo, además, 
que la medida podría tener una cautela primaria dispuesta por el Juez, que impidiera que el buque se 
fuera, para luego consolidar o no la traba al zarpe. Creo que tanto la interposición de la medida 
cautelar como el levantamiento están planteados en un plazo perentorio. Una vez que se planteó la 
cuestión el trámite no puede estar dormido en el Juzgado, impidiendo la salida del buque. 


Entonces, salvo que en las consultas quede establecida alguna observación desde el punto de vista procesal, 
propondría que le diéramos una aprobación primaria al texto que se nos presenta. Recordemos que estamos 
afinando el proyecto definitivo; después lo votaremos punto a punto. En este momento, estamos dando forma 
a lo que la Comisión está trabajando, para luego considerarlo. Por eso propongo que le demos un visto bueno 
general a la iniciativa. 


En el artículo 7* del proyecto presentado se establece: "Cualquiera sea la jurisdicción internacionalmente 
competente para conocer en el litigio de fondo, los tribunales de la República podrán ordenar y ejecutar a 
solicitud fundada de parte, todas las medidas cautelares, conservatorias o de urgencia cuya finalidad sea 
garantir el resultado de un litigio pendiente o eventual, respecto a buques que se encuentren en aguas 
jurisdiccionales uruguayas". 


El artículo propuesto parece de orden. Si los señores Diputados están de acuerdo, le daríamos un visto bueno 
general. 


(Apoyados) 


——— En el artículo 8” se determina: "Las normas sobre materia cautelar de los artículos 530 a 536 del Código 
General del Proceso, serán aplicables en lo pertinente a las medidas cautelares sobre buques". 


Hay que afinar un poco este punto, porque el doctor Fernando Aguirre solicitó la incorporación de los 
artículos 311 a 317 del Código General del Proceso. 


SEÑOR MICHELINI.- Los artículos 530 a 536 del Código General del Proceso refieren a la 
cooperación jurídica internacional en materia cautelar; los artículos 311 en adelante son relativos a 
medidas cautelares. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En su oportunidad, el doctor Aguirre señaló: "Me fijé en el artículo que está 
en el proyecto y dice 'los artículos 530 a 536 del Código General del Proceso'. Me temo que en alguna 
copia sucesiva de borradores se perdió una línea, porque los artículos 530 a 536 refieren solo a los 
exhortos internacionales sobre embargos. El proyecto original establece que las normas sobre medidas 
cautelares de los artículos 311 a 317 y 530 a 536 del Código General del Proceso serán aplicables en lo 
pertinente a las medidas cautelares sobre buques. Es decir, pediría que agregaran 311 a 317 porque es 
importante. En este intercambio de ideas que hemos tenido con los operadores pesqueros, con los 
armadores, con el Centro de Navegación, con los abogados de todos lados, algunos han dicho que hay 
que establecer que todas las medidas son inapelables. No, la apelación es un derecho esencial. Los 
Jueces se equivocan. Tanto en el caso de que me embarguen, me levanten el embargo o me lo nieguen, 
yo tengo derecho a apelar. La solución no está acá, pero en el artículo 315 del Código General del 
Proceso se establece que tanto las medidas que traban el embargo como las que sustituyen a la 
garantía, son apelables sin efecto suspensivo". 


O sea que si los señores Diputados están de acuerdo, tomaríamos esta referencia 


Teniendo en cuenta que se introducirán cambios al CGP, que está a estudio en la Comisión, propongo que 
revisemos las propuestas de modificación de los artículos a los que se hace referencia en este proyecto para 
ver si lo afectarían en algo. 


SEÑOR MICHELINI.- Una primera opción es no decir nada, ya que, en caso de duda, después se 
utilizará el CGP como regla de referencia. Es de buena técnica legislativa decirle al Juez que lo que no 
se especificó en esta norma debe ser verificado en el Código General del Proceso. 


Asimismo, parece tener razón el doctor Fernando Aguirre en cuanto a que si hacemos una referencia a los 
artículos 530 a 536 inclusive del CGP debería hacerse una referencia al sistema general del proceso cautelar, 
que va del artículo 311 al 317. Si después modificamos la redacción del Código General del Proceso, no 
cambiará nada, porque se va a aplicar el régimen general. 


Por lo tanto, creo que hay que mantener este artículo tal cual está, agregando la referencia a los artículos 311 
a 317 sugerida por el doctor Fernando Aguirre. 


Tal vez, luego de que definamos el tema laboral lo podemos poner al final, para que también esté 
comprendido por este artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, el artículo 8” quedaría redactado de la siguiente manera: "Las 
normas sobre materia cautelar de los artículos 311 a 317 y 530 a 536 del Código General del Proceso, 
serán aplicables en lo pertinente a las medidas cautelares sobre buques". 


En consideración el artículo 9%, que dice: "En todos los casos en que un buque haya sido objeto de una 
medida cautelar y arrestado en un puerto de la República, los tribunales nacionales tendrán competencia 
acumulativa para entender en el juicio de fondo, cualquiera fuera la jurisdicción internacionalmente 
competente en el caso de acuerdo a las reglas generales.- No obstante ello, el demandado podrá solicitar que 
la acción se traslade a alguno de los tribunales competentes, de conformidad con las normas que determinen 
la jurisdicción en el caso de fondo. El Tribunal deberá acceder a ello siempre que la petición reúna los 
siguientes requisitos: A) Al formular esta petición el demandado deberá prestar fianza bastante para 
responder de las sumas que pudieran resultar de una sentencia dictada por el nuevo tribunal al que se remite 
el caso.- B) Si hubiera varios tribunales competentes en forma acumulativa o alternativa en el caso de fondo, 
la opción respecto a cuál de ellos se trasladará el juicio será del actor.- C) La solicitud del demandado deberá 


plantearse dentro del plazo para contestar la demanda y suspenderá dicho plazo hasta tanto se resuelva en 
definitiva". 


Yo tengo una duda. En este caso estamos hablando de los buques en general, pero como en el tema de los 
créditos laborales pretendemos unificar en una sede de acuerdo con la matrícula del buque, no sé si eso debe 
ser incorporado acá o en el capítulo específico correspondiente a los créditos laborales. 


SEÑOR MICHELINI.- Me parece que esto está fuera del tema laboral, que no conozco mucho. En 
todo caso, habría que consultar al doctor Aguirre. 


Además, me parece que nos estamos concentrando en lo que va a ser después lo presentado por la señora 
Diputada Piñeyrúa y tratar de armar, sobre esa base, un sistema específico en cuanto a lo laboral. 


Entonces, yo lo dejaría así y consultaría a los proponentes cuál es el objetivo o si ven que haya un problema 
laboral en este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En definitiva, analizaremos un poco más este artículo, veremos la posibilidad 
de unificar las sedes para las demandas laborales y si es pasible de que eso sea incorporado acá. 


En la propuesta de la Prefectura 
se agregan dos artículos más. 


El artículo 10 propuesto por la Prefectura, dice: "Tratándose de la ejecución de un buque extranjero no será 
necesario la agregación de los títulos del mismo ni se requerirá información al registro de buques del puerto 
de matrícula”. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Esto puede tener que ver con razones prácticas para obtener los títulos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como expresé cuando vino la Prefectura, yo estoy de acuerdo con esto. La 
única duda que tengo es en cuanto a si no habrá acuerdos o convenciones que haya firmado el país 
respecto a la utilización de sus puertos por parte de buques extranjeros que puedan estar en 
contradicción con lo que aquí se dispone. Si no, no tengo ningún problema. Todo el mundo que pare o 
entre a los puertos del Uruguay sabrá que esto va a ser así. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Si aceptáramos esta propuesta, tendríamos que modificar la redacción 
utilizando el mismo criterio que en el inciso segundo del artículo 3” en cuanto a hablar de "buque de 
bandera o matrícula extranjera". 


Por otra parte, entiendo que lo que viene a solucionar este artículo es lo que expresó el Presidente de la 
Administración Nacional de Puertos respecto a que en el Puerto de Montevideo existen varios buques, 
algunos de los cuales están hace once años, ocasionando un perjuicio importante para el Estado. Digo esto 
porque, al ejecutar el buque, si esto se aprueba, ya no se pedirían ni los títulos ni la información del registro. 


Asimismo, tengo la misma duda que el señor Presidente en cuanto a si con esto no se está violando algún 
tratado o acuerdo que inhabilite al país a hacerlo. Igualmente, algo hay que hacer para dar solución a esa 
situación. Por lo tanto, sería bueno consultar con la Cancillería, para evacuar esta duda que tenemos. 


SEÑOR MICHELINI.- Me parece que sería más razonable pensar en un mecanismo alternativo a la 
inexistencia de los títulos o a la consulta. Ya el Código General del Proceso prevé que si la persona 
intimada no entrega los títulos, por ejemplo, de un bien inmueble para su ejecución, hay un mecanismo 
alternativo. Creo que es una solución más civilizada que dejar de lado los títulos y la matrícula. 
Además, todo el proyecto se maneja con fianza y contracautela o embargo y otras medidas, pero no 
ejecución. 


En consecuencia, en principio, yo no acompaño este artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De las comparecencias que tuvimos, surgió claramente que hoy no se puede 
hacer porque existe la exigencia de un título que normalmente está acreditado en el país en el que está 
embanderado el buque y, si bien a veces se trata de países con los que tenemos legación o contacto 
diplomático de algún tipo, en otras no tenemos ninguna clase de contacto y no hay posibilidad de 
intimación para el envío de los títulos. 


Estoy de acuerdo en que hay que tener algún nivel de presión de ejecución porque, si no, nos dejan los 
buques. Un buque pesquero, después de estar un año sin salir y sin mucha posibilidad de pescar, en realidad, 
no lo dejaron. Y dicen que hay aseguradoras que, ante esas situaciones, cubren el riesgo eventual de esto, 
sobre lo que no estoy seguro. 


Entonces, sería bueno afinar, pero también hay que crear alguna norma que atienda la ejecución. Inclusive, la 
propia ANP nos expresó que están de acuerdo en que exista una norma que les permita a ellos liberar el 
puerto. Habría que buscar alguna fórmula para que la ejecución no quede dependiendo de la entrega de los 
títulos. 


SEÑOR MICHELINI.- Coincido con lo expresado, pero me parece que la hipótesis es distinta. Si hay 
un buque que está siendo un obstáculo en la operativa portuaria no importa si tiene deudas de algún 
tipo. Ahí hay una razón de otro carácter, de utilización del puerto. El título se necesita para la 
ejecución y no para el traslado del buque. 


Yo creo que va por otro lado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que pasa es que la ejecución va dirigida a resarcir el crédito laboral una 
vez que haya sentencia. El problema que hay es que los armadores dejan los buques y, después, cuando 
los van a rematar, no valen nada y no se pueden cobrar los créditos laborales que pudieran estar 
implicados en la sentencia. 


Insisto en que no definamos esto ahora y trabajemos una fórmula que nos permita determinar que hay 
ejecución, independientemente de que el armador no entregue los títulos. De manera que dejaríamos este 
tema en consulta para ver si es aplicable alguna de las normas existentes o si es preciso elaborar una nueva 
redacción. 


SEÑOR NÚÑEZ.- Eso, en el entendido de que estamos de acuerdo en que es necesario tener un 
artículo que de alguna forma presione para poder ejecutar el bien en tiempo y forma. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí: precisamente la idea es contar con un artículo que nos permita ejecutar 
las sentencias y cobrar los créditos pendientes. 


Hay un artículo 11 de la Prefectura, que dice: "La inscripción de embargos de buques de bandera nacional al 
Registro Nacional de Buques caducará a los cinco años". En verdad, no recuerdo que en la comparecencia de 
la Prefectura se hubiera hablado sobre este artículo. 


(Diálogos) 


——— Si hay acuerdo, quedaría pendiente el análisis de esta norma para decidir su eventual incorporación 
final. 


Corresponde pasar a la consideración del borrador sobre el embargo de buques pesqueros, que fuera 
entregado por la señora Diputada Piñeyrúa. Dice así: "Art. 10. Buques pesqueros de bandera extranjera: 10.1) 
El solicitante de una medida cautelar contra un buque pesquero de bandera extranjera, por créditos laborales 
menores a diez veces el monto establecido en el art. 19 de la Ley N* 18.572, de 13 de setiembre de 2009, para 
los procesos laborales de menor cuantía, estará exonerado de prestar contracautela.- 10.2) Cuando el 
propietario, armador o explotador de un buque pesquero de bandera extranjera que haya sido objeto de una 
medida cautelar de embargo (interdicción de salida de puerto) depositara la suma reclamada más un diez por 
ciento por ilíquidos a la orden del tribunal interviniente, este decretará el levantamiento de la medida sin más 
trámite y lo comunicará a las autoridades correspondientes en forma urgente y sin previa vista del accionante. 


Dicho decreto será apelable sin efecto suspensivo (art. 315.3 CGP).- 10.3) El solicitante de una medida 
cautelar contra un buque pesquero de bandera extranjera, por créditos laborales que excedan el monto 
referido en el numeral 1 de este artículo, podrá pedir su arresto (interdicción de salida de puerto), pero en ese 
caso deberá: a) probar en forma estricta los fundamentos del crédito y la verosimilitud del monto reclamado, 
b) otorgar contracautela en forma por todos los daños y perjuicios que la medida pueda ocasionar.- 10.4) En 
todos los casos el interesado podrá además solicitar la sustitución del embargo o arresto mediante el 
otorgamiento de garantías en la forma establecida en el art. 5* de la presente ley". 


SEÑOR MICHELINI.- En primer lugar, creo que deberíamos partir de la base de que, en definitiva, 
todos los créditos laborales relativos al buque serán acumulados en la misma sede judicial. Por lo 
tanto, sin necesidad de incidente especial de ninguna naturaleza tendremos que establecer una 
excepción al artículo 323 del Código General del Proceso. 


En segundo término, con esta lógica que estamos trabajando yo no veo que haya necesidad de distinguir entre 
buques de bandera extranjera y de bandera nacional. Mi idea es ir a un régimen sencillo, en el que el reclamo 
de los créditos laborales vaya por cuerdas separadas. Entonces, cuando existan créditos laborales sobre un 
buque de bandera nacional no se determinará el arresto y si se trata de buques de bandera extranjera, estos 
serán objeto de arresto si el Juez dispone la medida preventiva, pero no habría necesidad de contracautela. Yo 
no establecería cifras; lo que sí fijaría es un monto máximo de fianza a determinar. Me parece que con esto 
uno le da seguridad a los empresarios: "Si usted tiene un reclamo laboral en el Uruguay su fianza será de 
hasta tanto y va a seguir operando". Creo que eso es lo que preocupa y no tanto las cautelas de los 
trabajadores. 


De manera que estoy pensando en voz alta, en el sentido de no exigir contracautela por los créditos laborales 
y establecer un monto máximo que sea la cifra menor del monto reclamado más el 10%, el 15% o el 20%, 
hasta equis porcentaje del valor del buque. Esto permitiría fijar una cifra razonable. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ya está planteado en el artículo 3 que para los buques de bandera nacional el 
embargo cautelar no determinará el arresto. Eso supone que hay que dejar que siga trabajando; 
siempre tenemos la posibilidad de que el embargo impida la enajenación del buque. 


En este caso, estamos hablando de las medidas cautelares contra un buque de bandera extranjera. Y la duda 
que tenemos esto lo había explicado el señor Diputado Cantero Piali al inicio es en cuanto al monto máximo 
de fianza que queremos determinar y que todavía no sabemos bien cuál sería. Según el artículo 10.2) 
propuesto, esa suma podría llegar a aproximadamente. US$ 50.000. Estamos de acuerdo con no exigir 
contracautela para los créditos laborales. Entonces, la idea que estamos afinando pasa por la determinación 
del monto. 


SEÑOR ZÁS FERNÁNDEZ.- ¿Serían US$ 50.000 por cada trabajador que reclama? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Exactamente. 


Ahora bien, se nos plantean dudas lo he preguntado: todavía no he tenido posibilidad de que se me conteste 
porque se dice que ha habido sentencia no sabemos si ejecutoriada o no por montos mayores a US$ 200.000 
por una sola persona, cosa que me ha llamado la atención, pero puede ser que así sea. 


Estamos de acuerdo en que no haya contracautela para los créditos laborales. Entonces, habría que terminar 
de afinar qué monto estamos pidiendo como fianza para liberar el arresto del buque ante una contienda. 


SEÑOR MICHELINI.- Para mí se trata de un doble sistema, porque en el régimen general decimos 
"suma reclamada más un 20%" y en la propuesta del artículo 10 del proyecto es "suma reclamada 
más 10%". Esa puede ser una vía. La otra sería fijar un monto máximo que, para mí, debería estar 
vinculado al valor del buque. 


SEÑOR PRESIDENTE. El problema es que las empresas protestan diciendo que hay juicios en los 
que les reclaman cifras exorbitantes. Esto ya se explicó aquí y estuvimos con abogados demandantes 


que nos explicaron cómo se construye esa cifra. 


SEÑOR MICHELINL.- Yo tomo la que sea menor de las dos opciones: la suma reclamada más un 10% 
o un 20%, eso no importa o bien equis porcentaje del valor del buque. Eso permite al demandado ir a 
una fianza razonable que le permita seguir trabajando con el buque, que de eso se trata. 


Me parece que la ventaja para el trabajador es no tener que poner contracautela, yo sugeriría que ni en los 
buques de bandera nacional ni en los de bandera extranjera. Porque podría darse el caso de un secuestro del 
buque de bandera nacional. Entonces, que no haya contracautela para los temas laborales, que vayan todos a 
la misma sede judicial y que la fianza sea total, por la suma reclamada más un 10% o 20% o bien por equis 
porcentaje del valor del buque: habría que determinar algo razonable. 


SEÑOR ZÁS FERNÁNDEZ.- ¿Sin tope? 
SEÑOR MICHELINI.- La que sea menor para el empresario. 


SEÑOR CANTERO PIALL.- Sin duda esta es la parte que más nos complica. 


Al final de esta propuesta se hace referencia al artículo 5%, donde se hablaba de la fianza bastante y de la 
fianza idónea. Allí habíamos acordado que quedara por fuera lo que tiene que ver con las reclamaciones 
laborales. 


Por otra parte, creo que sobre todo en este asunto deberíamos tener la mayor claridad posible para que la 
interpretación que se haga por parte de la Justicia laboral y de demandados y demandantes también sea clara. 
Hoy por hoy funciona algo o no funciona bien que mencionaba el señor Diputado Michelini, en el sentido de 
que se exige un aval bancario y a veces la empresa pide para depositarlo, pero como en cuestiones procesales 
se demora muchísimo tiempo se ocasionan perjuicios a la propia empresa, al Estado y también a los 
trabajadores que no demandan y se quedan sin trabajar. 


Quizás el camino que podríamos encontrar sería el de aumentar el tope que se establece en la propuesta del 
artículo 10.1). En ese sentido, yo tengo otros números. Según los datos que obran en mi poder, cuando se 
refiere a los créditos laborales menores a diez veces el monto establecido en el artículo 19 de la según la Ley 
N? 18.572, estaríamos hablando de unos $ 800.000, o sea, menos de US$ 40.000, tomando el tipo de cambio 
actual. Por lo tanto, el umbral para el trabajador es más pequeño aun y no podría estar demandando por 
encima de él. Quizás lo que se pueda buscar es que la demanda fuera por un número mayor, tomando como 
referencia ahí podríamos tener un marco legal en el cual basarnos la Ley N* 18.572, y quizás podría significar 
duplicar, o más que duplicar, ese monto. Porque estaría, en primera instancia, esa supuesta sentencia que se 
ganó por US$ 200.000 y según lo que analizábamos la semana pasada la posibilidad de que determinados 
trabajadores del barco que tengan un sueldo más elevado puedan reclamar por una cifra mayor. Entonces, 
parece ser que lo mejor sería una reclamación de este tipo con un monto específico, donde el trabajador dice: 
"Hasta tanta plata puedo reclamar y se puede cubrir lo que voy a demandar". No veo cómo se podría 
establecer objetivamente el porcentaje del valor del buque; si existe esa posibilidad, podría ser un camino, 
pero desconozco de qué manera estimar el valor del buque y el porcentaje a fijar por ley. 


SEÑOR MICHELINI.- En primer lugar, a los efectos de la versión taquigráfica, aclaro que la citada es 
la Ley N” 18.572, de Abreviación de los Procesos Laborales, de 13 de setiembre de 2009, que fue objeto 
de acción de inconstitucionalidad y tendrá algunas modificaciones en el ámbito legislativo. 


En segundo término, el trabajador puede reclamar lo que le parece en cifras. Acá lo que decimos es, primero, 
que el proceso lo va a conducir a la misma sede judicial donde se van a ventilar otros asuntos laborales del 
mismo buque. Así se elimina parte del lío que hay de la presunción de una guerrilla litigante. 


Segundo, estamos analizando si tiene que existir contracautela. Mi propuesta es que no haya contracautela 
para los juicios laborales. Hay que eliminar el lío ese. Sea buque nacional o extranjero, el trabajador está 
exonerado de contracautela. 


En tercer lugar, el armador o propietario del buque tiene un beneficio: que su fianza sea hasta un monto fijo. 
Por ejemplo, los créditos reclamados más un 10% o bien la cifra de US$ 150.000 o US$ 200.000, la que sea 
menor. Con eso salimos del problema. Si después el Juez condena a pagar US$ 300.000 más incidencias, 
ejecutará la sentencia, captará lo que está de fianza e irá por el resto. Si el buque o el armador son 
insolventes, no cobrará, como pasa muchas veces. 


Con esto creo que tenemos una solución. Se me dirá que US$ 150.000 es mucho. Bueno, veamos la cifra. Me 
parece que el porcentaje del valor del buque, si hay una reclamación colectiva muy grande y no es por todo 
trabajador, parece una cosa sensata, porque, de lo contrario, la demanda laboral hace caer a la empresa. Si 
tengo que hacer una contracautela que valga más que el capital, cierro la empresa. Nadie me va a prestar; no 
va a haber ningún aval bancario. Pero si el criterio del porcentaje del valor del buque complica, vayamos a 
una cifra y listo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estoy de acuerdo en ir a una cifra estábamos trabajando para definirla, 
porque el porcentaje de lo reclamado más el 10% puede derivar en que si se justifica el monto de la 
cifra reclamada en el proceso se verá si estaba bien o mal reclamada implica lo que se quiere evitar 
ahora: que haya demanda excesiva. 


El otro tema es cuál es el valor del buque; esa puede ser una cuestión difícil de definir. El Juzgado debería 
tener peritos que hicieran las evaluaciones y lo tendría que definir. Yo me inclino más por una cifra fija que 
sea la fianza que se debe depositar para liberar el embargo trabado, independientemente del monto que esté 
en litigio. O sea, ir con una determinante. Porque veíamos que puede haber trabajadores cuya demanda puede 
llegar a equis, pero puede haber otros del mismo buque cuya demanda pueda llegar a equis por diez. Estamos 
evaluando cuánto puede cobrar el capitán de un buque o un jefe de máquinas. 


Voy a hacer un resumen. Estaríamos acordando eliminar la contracautela sobre los créditos laborales y definir 
un monto de fianza a partir del cual el Juez está obligado a liberar el buque, independientemente de lo que 
haya sobre los créditos solicitados. 


SEÑOR MICHELINI.- Me entra la duda en cuanto al reclamo colectivo, porque si son US$ 50.000 por 
trabajador y hay doscientos trabajadores que reclaman, ¿de cuánto es la fianza? Por eso pienso que 
tiene que haber un principio de realidad y debe existir un tope máximo por buque. 


Entonces, podríamos decir: el monto reclamado más el 10% o US$ 100.000, la cifra que sea menor. No 
importa cuánto inflo la demanda, porque la fianza va a ser de US$ 100.000. Entonces, hago todo el esfuerzo 
de dibujar números en la demanda que no tienen sentido porque va a ser de US$ 100.000. Yo creo que esto 
clarificaría el lío. También debería haber un monto total por el buque. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este es el centro de la duda de la Subcomisión, porque si hay un demandante 
solo, de repente US$ 100.000 es diez veces lo que pueda dar la sentencia no sé si es verdad o no, es una 
hipótesis, pero si se trata de todos los tripulantes del buque esa cifra no alcanza para nada. Ese es el 
problema que el grupo de trabajo tiene. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Recuerdo cuando estuvo el abogado patrocinante de los trabajadores. Él 
mencionó un ejemplo en el cual tiene a tres trabajadores demandando un mismo barco por 
US$ 1:000.000. Es decir que la cifra se multiplica por la cantidad de trabajadores que pudieran estar 
demandando. Me parece buena cosa fijar los topes para las demandas individuales y para la demanda 
del buque. 


Además, se va a contar con la ventaja de que todos esos juicios del mismo buque estarán en el mismo 
Juzgado. Eso también va a ayudar a que se pueda dilucidar esto en los cánones normales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se podría pedir a la Suprema Corte de Justicia que nos comunique cuál ha 
sido el monto máximo de sentencia ejecutoriada al momento actual, porque hay sentencias que ya 
fueron ejecutoriadas. De esa manera, podríamos trabajar sobre la realidad en el momento actual y no 
sobre la hipótesis de lo reclamado y no reclamado. 


SEÑOR CANTERO PIALLI.- Está bien. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, tendríamos que afinar este proyecto. Vamos a hacer un repartido 
sobre lo acordado hasta hoy para hacerlo circular en forma electrónica y así poder trabajar sobre eso 
para estar en condiciones de votar el proyecto definitivo. 


SEÑOR ZÁS FERNÁNDEZ.- Me quiero referir una vez más al artículo 11, que me llamó la atención. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Al que propuso Prefectura. 
SEÑOR ZAS FERNÁNDEZ.- Así es. 


Me gustaría saber el fundamento y, además, qué norma modifica. Porque el principio general en materia de 
embargos inscribibles como sabrán es que estos duran cinco años, pero antes del vencimiento de ese plazo se 
puede pedir su reinscripción y esto se puede hacer hasta por treinta años. Ahora, si nosotros aprobamos una 
norma, así como se leyó aquí, no habría posibilidad de reinscribir y el embargo duraría cinco años, y 
entonces, en los temas que no hayan sido resueltos o ejecutados, pasan cinco años y el barco quedaría 
liberado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer una referencia. 


Creo que cuando estuvo en este ámbito la Prefectura no llegamos a discutir el artículo 11. Quedamos en la 
discusión del artículo 10 y no se hizo referencia al artículo 11. Estoy tratando de confirmar esto en la versión 
taquigráfica. 


Comparto la observación que hace el señor Diputado Zás Fernández, que es que la inscripción del embargo 
del buque de bandera nacional en el Registro Nacional de Buques caducará a los cinco años, pero podría ser 
reinscripta hasta un máximo, sobre la base de que no caiga automáticamente y queden liberados los 
embargos. 


El señor Diputado Zás Fernández estuvo en oportunidad en que concurrió la Prefectura. Yo no lo recuerdo. 
Pero, reitero, no discutimos este punto; lo estoy buscando y verifico que no se hace referencia a ese punto. 


De todos modos, hay que afinarlo para que no pase lo que plantea el señor Diputado Zás Fernández, que no 
creo que esté en el ánimo de nadie. Lo afinaremos para considerarlo o lo dejaremos como está planteado hoy 
el funcionamiento de los embargos. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Además, en el escrito inicial de Prefectura, donde explica las 
modificaciones que introduce, no hace mención a eso. Quizás podríamos pedirle a Prefectura si tiene a 
bien enviar un pequeño informe fundamentando esa propuesta que nos hace. Llegado el caso, la 
consideraremos. 


——- (Apoyados) 


SEÑOR MICHELINI.- Me parece que la sana y buena idea de ubicar los juicios laborales contra un 
buque en una misma sede implica algunos problemas procesales que, aunque no son de mi 
especialidad, sé que no resultan de sencilla resolución. Para dictar sentencia, el Juez tendrá que 
esperar que estén todos, a menos que sean juicios separados, absolutamente independientes, sin 
vinculación entre un caso y otro, que se radican en una única sede para que esta sepa cuáles son el 
actor, el demandado y el representante legal. Creo que tendríamos que consultar a la Cátedra de 
Derecho Procesal por las posibles implicancias de esto, para que no ocurra que por una buena idea 
terminemos generando un berrodo judicial incomprensible en virtud del cual se presenten acciones de 
nulidad. 


Insisto: tendríamos que hacer una consulta expresa a la Cátedra de Derecho Procesal. La verdad es que el 
tema me supera ampliamente. Revisé la Ley de Abreviación de los Procesos Laborales y nada dice al 


respecto. Es más: se expresa solo con respecto a los conflictos laborales del trabajo. 


SEÑOR ZÁS FERNÁNDEZ.- Estoy en la misma situación del señor Diputado Michelini, porque 
tampoco soy experto en materia procesal. De todas maneras, me parece que tendríamos que actuar de 
modo parecido a como se procede en el derecho de familia, en el que hay un fuero de atracción y 
cuando se inicia un divorcio los temas de pensión alimenticia, menores, etcétera, van todos al mismo 
Juzgado. En este caso, habría que legislar en el sentido de que una vez que se inicie un juicio contra un 
buque la Oficina distribuidora de turnos del Poder Judicial derive los demás juicios que se planteen 
contra el mismo buque al mismo Juzgado. Pero coincido en que no podemos redactar una norma con 
ligereza; hay que consultar a la Cátedra de Derecho Procesal y actuar en forma muy cuidadosa. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Obviamente, tenemos por delante un par de jornadas bastante cargadas, 
pero quiero hacer una propuesta en nombre de mi Partido. 


Sé que hay una Subcomisión encargada de establecer prioridades en el orden del día, pero no sé si ya se 
reunió y empezó a fijarlas. Yo me voy a referir al proyecto relativo al Coordinador de Inteligencia, es decir, al 
control parlamentario de Inteligencia. Es público y notorio que quien desempeña esa tarea está teniendo 
contactos con las diferentes bancadas parlamentarias y tal como quedó de manifiesto cuando estuvieron los 
Ministros del Interior y de Defensa Nacional en esta Comisión habría coincidencia en que se legislara para 
llevar adelante ese control parlamentario. Por eso, el Partido Colorado solicita que vuelva al orden del día el 
proyecto que está radicado en esta Comisión, para que sea tratado oportunamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se ha tomado nota de la solicitud, a efectos de incorporarla. 


Dejamos constancia de que teniendo en cuenta que faltan legisladores de otros Partidos, la bancada oficialista 
no pedirá ahora un pronunciamiento sobre el proyecto relativo a la designación de la Ruta Interbalnearia con 
el nombre de "General Líber Seregni", que quedará para otra oportunidad. 


Se levanta la reunión. 


Tí maana dal nia da nánin a 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


